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interpretación e integración de los derechos fundamenta­
'les reconocidos en la Constitución, la existencia del Con­
venio de 1981 implica que se ha estimado necesario
acompañar y asegurar la efectividad del derecho a la inti­
midad con medidas complementarias, como el habeas
data que na estaba ni siquiera implícito en el Convenio de
ROma. Se trata pues de derechos y facultades que com­
plementan y desarrollan el derecho a la intimidad, impo­
niendo cargas a los poderes públicos, y en concreto a la
Administración, cuya imposición necesita una regulación
legal de carácter sustantivo y procesal, lo que permite al
arto 18.4 C.E. y sin la cual el derecho na alcanza su plena
efectividad. La existencia del Convenio por sí misma na
puede implicar un efecto directo e inmediato que obligue
a los poderes públicos a su ejecución prescindiendo de
la necesaria intermediación legisla,tiva, como efectivamen­
te ha hecho la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre.
A partir de este momento, los derechos reconocidos en
dicha Ley, en cuanto desarrollo del derecho a la intimidad,
pueden ser objeto de tutela y protección a través del recur­
so de amparo, pero na antes, por lo que legítimamente
el órgano judicial pudo confirmar el acto denegatorio de
la Administración.

En suma, si este Tribunal ha afirmado que nUnca una
norma convencional en materia de 'libertades públicas
puede abdr al justiciable recursos que la Ley na ha previsto
(STC 42/1982, fundamento jurídico 3.°) o que la falta de
integración del mandato al legislador para regular la obje­
ción de conciencia. sólo permitía amparar al objetor en
cuanto al contenido mínimo del derecho (suspensión de
la incorporación a filas) (STC 15/1982, fundamento jurí- ,
dico 8.°), la solución no debía haber sido otra en el pre­
sente caso: el Convenio del Consejo de Europa de 28 de
enero de 1981 na puede hacer las veces de la legislación
a la que remite el arto 28.4 C.E.; dictar esa legislación es,
para las Cortes, un imperativo constitucional, pero su omi­
sión no podía dar lugar a la habilitación por la Adminis­
tración o por los Tribunales de procedimientos extralegis­
lativos, de incierta configuración, que permitieran satisfa­
cer pretensiones positivas cuya ordenación sólo corres­
ponde al legislador. Semejante carencia de ley -ya palia­
da- sólo permitiría amparar, eventualmente, la negativa
de la persona a suministrar determinados datos a la Admi­
nistración en tanto no hubiera sido articulada la garantía
del citado arto 18.4, pero nunca crear una obligación abier­
ta de hacer para la Administración, sin base legislativa
alguna. '

A mi juicio, ni la Administración, al negarse a suminis­
trar unoS datos, basando la pretensión en la aplicación
directa de Un Convenio publicado pocas semanas antes
en el «Boletín Oficial del Estado)), dejando al margen la
incorrección que supOne en materia de libertades públicas
la fa,lta de una respuesta explícita, ni el órgano judicial han
esconOCI o e erec o un amen a e recurren e,

negando una apljcación directa e inmediata al citado Con­
venio. No es ocioso recordar que, como ha dicho la
STC 84/1989, «una cosa es que los Convenios interna­
cionales a que se refiere dicho precepto (art. 10.2 C.E.)
hayan de presidir la interpretación de los preceptos conS­
titucionales reléllivus él los derechos fundamentale:5 y otra
muy distinta es erigir dichas normas internacionales en
norma fundamental que pudiera sustanciar exclusivamen­
te una pretensión de amparOll. Y esto es lo que sucede
en el presente caso, en el que el Convenio no se utiliza
meramente, frente a lo que se dice, como una fuente inter~

pretativa que contribuye a la mejor interpretación del con­
tenido de los derechos [STC 64/1991, fundamento jurí­
dico 4.oa)), sino como elemento de integración ante la
demora en el desarrollo legislativo del precepto constitu­
cional, para cuyo desarrollo desde luego habría de servir

de pauta, aunque no canon autónomo de validez, el con­
tenido de dicho Convenio.

Publíquese este voto en el «Boletín Oficial del Estadoll.

Madrid, veinte de julio de mil novecientos noventa y
tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Rubricado.

Sala Segunda. Sentencia 255/1993, de 20
de ju lio. de 1993. Recurso de ampa­
ro 2.877/1990. Contra Sentencia del T.S.J. de
Madrid, recaída en procedimiento sobre despi­
do. Supuesta vulneración del derecho a la tute­
la judicial efectiva: Derecho a los recursos. Voto
particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
VillaIón, Magistrados, ha pronUnciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.877/90, interpuesto
por doña Felisa Vallejo Fernández, representada por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega, y
asistida del Letrado dan Carlos Ruiz de Toledo, COntra la
Sentencia de 9 de octubre de 1990, del Tribunal superior
de Justicia de Madrid. Ha comparecido, además del Minis­
terio Fiscal, la Compañía mercantil «Cepillos Aranjuez,
Sociedad Limitadall, representada por el Procurador de los
Tribunales don Felipe Ramos Arroyo, y asistida del Letrado
don José A. Pérez-Roldán. Ha sido Ponente el Magistrado
don Carlos de la Vega Benayas, quien expresa el parecer
de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito -registrado en este Tribunal el 13 de
diciembre de 1990, doña Isabel Cañedo Vega, Procura­
dora de los Tribunales, en nombre y representación de
doña Felisa Vallejo Fernández, presenta recurso de ampa­
ro cOntra la Sentencia de 9 de octubre de 1990, del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid.

Los hechos en los que se funda son, en síntesis, los
siguientes:

La demandante de amparo presentó demanda ante el
Juzg.ado de lo Social núm. 19 de Madri~,el cual~ por Sen-

rando el despido improcedente e i~dicando que en'el caso
de que la empresa optase por la no readmisión, la empresa
deberíapagar 2.032.804 pesetas. La Sentenciaadvertí~
que contra ella cabía' rec(Jrso de suplicación ante el Tn­
bunal Superior de Justicia de Madrid. La actora, una vez
notificada la Sentencia. presentó un escrito razonando
que, a su juicio, procedía recurso de casación, en virtud
del importe de la indemnización que le correspondía, supe­
rior a 3.000:000 de pesetas, y, por tanto, anunció (prepa­
ró) recurso de casación. Ante tal circunstancia el MagiS­
trado dio traslado de dicho escrito a la parterecurrida, que
se opuso a dicha preteQsión.

2. El Magistrado dictó Auto el 7 de mayo, en el que,
según indica la parte demandante de amparo, se hizo conS­
tar que el recurso procedente era el de suplicación, con­
cediendo al Letrado designado por la parte actora el plazo
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mino. 'a egaran o que estimaran oportuno acerca e a
posible existencia del motivo deinadmisión prevenido en
el arto 50.1 c) de la citada Ley Orgánica. consistente en
carecer la demanda manifiestamente de contenido que
justifique una decisión por parte de este Tribunal Consti-
tucional. '

El Fiscal, en escrito pre3entado el 6 de mayo de 1 DD 1.
se opuso a la admisión del recurso. exponiendo que el
escrito de formalización del recurso de suplicación (casa­
ción) lo fue el 1 de junio de 1990. contra la Sentencia de
20 de febrero de 1990. notificada a la parte actora el 5 de

marzo de 1990. y analizando el caso. resulta que ya en
el juicio oral ante la Magistratura. la parte que ahora
recurre en amparo estaba asesorada de Letrado. Sr. Ruiz
de Toledo. lo mismo que lo ha estado cuando después de
notificársele la Sentencia. el 5 de marzo de 1990. inter­
puso recurso de casación a pesar de habérsele advertido
en dicha Sentencia que el recurso procedente era el de
suplicación (7 de marzo de 1990). Fue necesario que por
Auto de 7 de mayo de 1990 se reiterara por la Magistra­
tura que el recurso procedente era el de suplicación para
que -sin acudir a los recursos de reposición y queja que
señala el arto 191 de la misma Ley- interpusiera dicho
recurso el 1 de junio de 1990. fecha en la que había ya
con exceso transcurrido el plazo de cinco días que señala
para hacerlo el arto 154 de la L.P.L. de 1980. que entonces

, estaba vigente. El análisis de los preceptos aplicables
(arts. 153. 166. 178.1.a • 179 de la L.P.Lde 1980) no deja
lugar a dudas de que la interposición se hizo fuera de plazo.
Por consiguiente. la Sentencia ahora impugnada de 9 de
octubre de 1990 del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid no lesionó el derecho de tutela judicial efectiva del
arto 24.1 C.E. cuando de manera razonada. declara la inad­
misión del recurso de suplicación por concurrir la causa
de inadmisión relativa al incumplimiento del plazo. y no
lesiona el derecho de tutela judicial la inadmisión de un
recurso si se basa en causa legal. debidamente fundada.

Doña Isabel Cañedo Vega. Procuradora de los Tribu­
nales. y de doña Felisa Vallejo Fernández. en escrito pre­
sentado el 7 de mayo de 1991. expone en este trámite
que la Sentencia ,de 9 de octubre de 1990 de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
teniendo por formalizado fuera de plazo el recurso de supli­
cación interpuesto por esta parte. refleja un criterio forma­
lista y rígido contrario a la propia jurisprudencia constitu­
cional. vulnerando el derecho a la tutela judicial recono­
cido en el arto 24.1 C.E. La interpretación desproporciona­
da en defensa de la regularidad del procedimiento. máxi­
me cuando no puede haberse observado en esta litis una
actitud negligente ni maliciosa por esta parte. implica la
anulación del derecho al acceso a los recursos legalmente

,establecidos. el cual se integra como elemento básico en
dicho derecho fundamental. En definitiva. la elección por
parte del Tribunal Superior de Justicia. del criterio menos
favorable al ejercicio del derecho a la tutela judicial. impi­
diendo toda posibilidad de subsanación o defectos proce­
sales. choca frontalmente con lo dispuesto en el arto 24.1
dela C.E. y su posterior desarrollo jurisprudencial por parte
del Tribunal Constitucional.

7. Por providencia de 24 de mayo de 1991. la Sec­
ción acordó admitir a trámite la demanda de amparo for- '.
mulada por doña Felisa Vallejo Fernández. Al mismo tiem­
po. a tenor de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC. se
requirió al Juzgado de lo Social núm. 19 de Madrid. para
que emplazara a quienes fueron parte en los Autos
núm. 942/89. con excepción del recurrente enampqro.
que aparece ya personado. para que. en el plazo de diez
días. pudieran comparecer en este proceso constitucional.

8. Por providencia de 1 de julio de-1991. la Sección
acuerda tener ,?or tener por personado y ,parte al Procu-

representación de la Compañía mercantil «Cepillos Aran­
juez. Sociedad Limitada». A tenor de lo dispuesto en el
arto 52 de la LOTC. se 'acordó conceder un plazo común
de veinte días al Ministerio Fiscal y a los Procuradores
Sres. Cañedo Vega y Ramos Arroyo. para que con vista de
las actuaciones formularan las alegaciones que estimaran
convenientes.

9. Don Felipe Ramos Arroyo. Procurador de los Tri­
bunales. en nombre y representación de la Compañía mer­
cantil «Cepillos Aranjuez. Sociedad Limitada». en escrito
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presentado el 26 de julio de .1991. alega que el Juzgado
de lo Social núm. 19 de los de esta capital. al notificar a
la Sra. Vallejo Fernández la Sentencia dictada en el pro­
cedimiento por despido. origen de las presentes actuacio­
nes. advirtió expresamente a la misma. en cumplimiento
de la normativa vigente. que dicha resolución podía ser
recurrida en suplicación ante la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid en el plazo de cinco
días hábiles a contar desde el siguiente al de su notifica­
ción. No obstante. tal expresa advertencia. la solicitante
de amparo desatendiendo aquélla presentó escrito prepa­
rando recurso de casación por infracción de ley y de doc­
trina legal.

Conferido a esta parte el traslado prevenido en el
arto 1.688 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. que fue eva­
cuado en el sentido de oponerse a que se tuviera por pre­
parado el anunciado recurso de casación. el Juzgado rei­
teró que el recurso procedente era el de suplicación. sien­
do éste. en definitiva. el interpuesto por la demandante.
Esta parte lo impugnó alegando. previamente .a combatir
los motivos de suplicación articulados. que aquél no había
sido anunciado dentro de plazo. La Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid por Sentencia.
contra la que ahora se recurre en amparo. declaró la inad­
misión del de suplicación por haberse formalizado fuera
de plazo. ,

La parte demandante y ahora recurrente en amparo
no ha sido objeto de indefensión alguna en ningún
momento. pues. advertida del recurso procedente. prepa­
ró otro y cuando se la reiteró el recurso procedente. en
vez de ejercitar el recurso de reposición y. en su caso. el
de queja que autorizaban el arto 191 de la Ley de Proce­
dimiento Laboral entonces vigente. se aquietó e interpuso
un recurso de suplicación. no obstante haber transcurrido
con mucho exceso el plazo que para su preparación tiene
establecido la Ley.

En consecuencia. estima esta parte que en el presente
caso no se ha violado ninguno de los derechos y libertades
públicas relacionados en el arto 53.2 de la C.E. y. con ind~
pendencia de ello. considera que no se agotaron todos los
recursos utilizables dentro de la vía judicial.

, 10. El Fiscal. ante el Tribunal Constitucional. en escri­
to presentado el 15 de julio de 1991. después de exponer
los hechos. de aludir a su anterior dictamen y de que. en
principio. podría afirmarse que la interposición del recurso
se hizo fuera de plazo. añade. sin embargo. que en este
trámite de alegaciones se hace preciso exponer con más
minuciosidad la actuación del Letrado interviniente y las
circunstancias que le acompañan para poder con mayor
profundidad tomar postura en este caso concreto. que por
su peculiaridad se hace especialmente espinoso.

La Ley 7/1989. de 12 deabril. sigue el Fiscal. que
como tal Ley de bases establecía criterios. normalmente
generales e incluso regulaba situaciones de interinidad

e Inl Ivamen e resue
1990. modificó (art. 2.°) el arto 153 de la L.P.L de 1980
para decir que «procederá el recurso de suplicación contra
las Sentencias no comprendidas en elart. 166. dictadas
en reclamaciones cuya cuantía litigiosa sea superior a
300.000 pesetas y no exceda de 3.000.000 de pesetas».
añadiendo tambiGn que será procedente el recurso de
suplicación «en los procesos por despido». siempre que
no sean susceptibles de recurso de casación. El art. 166.
en lo que aquí importa. establece el recurso de casación
para reclamaciones cuya cuantía exceda de 3.000.000 de
pesetas.

En el presente caso. la cuantía de la cantidad conce­
dida era de 2..032.804 pesetas. Pero el Letrado estaba dis­
puesto en el recurso contra esa Sentencia a pedir cantidad
superior a los 3.000.000 de pesetas. Ello. según él. le hizo
dudar del recurso a entablar. hasta el punto de que con-

sultó. según afirma. en Secretaría del Juzgado. Además.
conocidos son los casos en que durante esta época de inte­
rinidad legislativa los Tribunales han suplido y subsanado
defectos de planteamiento de recursos remitiéndolos al
Tribunal Supremo o al Tribunal Superior de Justicia. en su
caso. cuando la interpretación legal hubiera podido justi­
ficadamente causar en la parte un error o duda.

Es de destacar también la diligencia de la parte al plan­
tear el recurso. aunque fuera equivocado. por cuanto se
le notifica la Sentencia de instancia el5 de marzo de 1990
y anuncia el recurso de casación el 7 del mismo mes y
año. es decir. dos días depués. De la misma forma. cuando
en el Auto de 7 de mayo de 1990 se le reitera que el recur­
so procedente es el de suplicación y que puede interpo­
nerlo en los diez días siguientes a la entrega de los autos
en los términos que señala el arto 154 de la L.P.L.. la parte
es notificada el 21 de ese mismo mes. recoge los autos
el 28 e interpone el recurso el1 de junio de 1990. es decir.
dentro del plazo que le había sido concedido. Es de señalar
también. por último. la proximidad de fechas entre la entra­
da en vigor de la reforma de la Ley 7/89 y el anuncio del
recurso que hizo la actora. todo ello en mayo de 1989.

Las circunstancias descritas. debidamente valoradas.
debieron conducir al Tribunal Superior de Justicia en su
resolución ahora impugnada a no inadmitir y yugular un
recursos por extemporaneidad cuando existían razones
para entender que era desproporcionada esta decisión con
la finalidad que debe cumplir ese requisito procesal. Si ello
se entiende así. y así parece al Fiscal. ha de concluirse que
el Tribunal optó por la solución más literal y menos flexible
que el caso permitía. no haciéndolo. por consiguiente. en
favor del derecho fundamental como constantemente lo
entiende este Tribunal Constitucional. conculcando así el
derecho de tutela judicial. En consecuencia. termina el Fis­
cal. procede el otorgamiento del amparo.

11. Transcurrido en exceso el plazo para alegaciones
concedido en la providencia de 1 de julio de 1991. no se
recibió escrito alguno de la Procuradora Sra. Cáñedo Vega.

12. Por providencia de 7 de julio de 1993. se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia el
día 12 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La Sra. Vallejo impetra el amparo constitucional
contra la Sentencia que declaró la inadmisión del recurso
de suplicación que había interpuesto en un proceso de des­
pido. La actora no estaba conforme con la indemnización
de 2.000.000 de pesetas que· le había reconocido la Sen­
tencia del Juzgado. y mediante su impugnación del fallo
de instancia pretendía que s~ le reconociera el derecho
a percibir cuatro. Por ello. dentro del plazo para recurrir.
presentó escrito e! 7 de marzo ~,e 1990., s~scrito por su

recurso de suplicación. exart. 153 L.P.L. entonces vigente.
que era el recurso cuya procedencia le había sido advertida
por el Juzgado al pie de la Sentencia; sino que preparó
recurso de casación. en virtud del arto 166 L.P.L. 1980. ale­
gando que la cantidad pretendida en el recurso superaba
el umbral de 3000-000 de pesetas establecido por la lev
para acceder al Tribunal Supremo. aunque el fallo de la
Sentencia de instancia otorgara una cantidad menor.

El Juzgado de lo Social. tras oír a la otra parte. dictó
dos meses después un Auto en el que reiteró su criterio
de que procedía el recurso de suplicación ante el Tribunal
Superior de Justicia. Por lo que. finalmente. el 1 de junio
de 1990. la parte actora interpuso dicho recurso. que el
órgano judicial de instancia tuvo por formalizado. Sin
embargo. el Tribunal Superior de Justicia. atendiendo a la
impugnación presentada por la empresa recurrida. resol-

!
I
I

J



BOE núm. 197. Suplemento Miércoles 18 agosto 1993 37

vió que había sido mal admitido. La Sentencia del órgano
judicial superior decretó que el recurso de suplicación
había sido formalizado fue.ra de plazo, sin que el fallido
intento de preparar el recurso de casación pudiera ser
tenido como causa que justificara la tardanza del
recurrente. La Sentencia fundó esta opinión en el tenor
de la legislación procesal. en que la parte había sido
correctamente instruida del recurso legalmente proce­
dente, y en que su errónea conducta no debía perjudicar
a la contraparte.

La demanda de amparo alega q ue esta decisión judi­
cial de inadmitir su recurso ha vulnerado el arto 24.1
C.E., en su vertiente del derecho a acceder a los recursos
legalmente establecidos. Pero, atendidas las circuns­
tancias del proceso previo, no es posible compartir esa
opinión. .

2. La jurisprudencia de este Tribunal ha mantenido
con firmeza desde la STC 3/1989, cuyo fundamento jurí­
dico 4.° condensó la doctrina nacida en los primeros pro­
nunciamientos al respecto, que el derecho fundamen­
taLque enuncia el apartado 1 del arto 24 dela Constitu­
ción incluye el derecho a los recursos establecidos por
la Ley. El legislador es libre al configurar este derecho
(STC 51/1982, fundamento jurídico 3.°; 3/1983, funda­
mento jurídico 4.°; 14/1983, fundamento jurídic04.0;
123/1983, fundamento jurídico 3.°;57/1985, funda:'
mento jurídico 3.°, y 160/1993, fundamentó jurídi­
co 2.°), salvo en lo relativo al derecho del declarado cul­
pable de un delito a que el fallo y la pena sean sometidos
a un Tribunal superior (STC 42/1982, fundamento jurí­
dico 3.°; 60/1985, fundamento jurídico 2.°, y 33/1989,
fundamento jurídico 4.°), que es un aspecto ajeno al
actual.'

Es a los Tribunales de los distintos órdenes jurisdiccio­
nales a quienes compete comprobar si concurren en cada
caso concreto las exigencias materiales y formales para
la admisión de los recursos, en el ejercicio de su función
de interpretar y aplicar las Leyes (STC 58/1987, funda­
mento jurídico 2.°; 157/1989, fundamento jurídico 2.°, y
247/1991, fundamento jurídico 3.°). Como dijimos en la
STC 17/1985, fundamento jurídico 2.°, las normas que
contienen los requisitos procesales han de ser aplicadas
teniendo siempre presente el fin pretendido por la Ley al
establecer dichos requisitos. En esa tarea, los Tribunales
deben evitar cualquier exceso formalista que convierta los
cauces procesales en obstáculos que, en sí mismos, impi­
dan prestar una tutela judicial efectiva; simultáneamente,
los órganos judiciales deben evitar que el criterio antifor­
malista conduzca a prescindir de los requisitos procesales
establecidos por las leyes, que ordenan el proceso y los
recursos en garantía de los derechos de todas las partes,
tanto los de la parte recurrente como los de la contraparte
(SSTC 185/1987, fundamento jurídico 2.°; 157/1989,
fundamen,tojurídico 2.°, y 64/1992, fundamento jurídic
co 3.°).

Por ello nuestra jurisprudencia viene reiterando que
el Tribunal del recurso debe proceder a una justa ade­
cuación de las consecuencias jurídicas del incblmpli-

que sirva el requisito procesal mal cumplido sin detri­
mento de otros derechos o bienes constitucionalmente
dignos de tutela, que el defecto no tenga origen en una
actividad negligente o maliciosa del interesado, y que no
dañe la regularidad del procedimiento ni los legítimos
intereses de la parte contraria (SSTC 39/1988, funda­
mento jurídico 1.°; 95/1989, fundamento jurídico 2.°;
239/1991. fundamento jurídico 2.°, y 247/1991, fun­
damento jurídico 4.°).

Por consiguiente, en aquellos supuestos ajenos al
ámbito penal en que el recurso no viene exigido consti­
tucionalmente, desde la óptica del arto 24.1 C.E. sólo pro­
cede enjuiciar ahora si la resolución adoptada por el órga­
no judicial deniega el recÍJrso legalmente establecido de
modo arbitrario (SSTC 54/1984, fundamento jurídico úni­
co; 123/1986, fundamento jurídico 4.°; 28/1987, funda­
mento jurídico 1.°; 110/1989, fundamento jurídico 3.°;
142/1991. fundamento jurídico 3.°, y 127/1993, funda­
mento jurídico único), o patentemente irrazonado

. (SSTC 9/1983, fundamento jurídico 4.°, y 52/1990, fun­
damento jurídico 2;°).

3. A la luz de estadoctrina constitucional. es claro
que la pretensión de amparo no puede prosperar, como
ya hemos declarado en un supuesto similar en la
STC 16/1992. El actor, dirigido por Abogado, preparó
un recurso distinto al que cabía contra la Sentencia
impugnada, contraviniendo lo dispuesto por la ley pro­
cesal, y desatendiendo la indicación de recursos efectua­
da porel Juzgado. El recurso iniciado por la parte es com­
petencia de un Tribunal distinto al llamado a conocer del
recurso legalmente procedente, y la tramitación del
recurso de casación y del recurso de suplicación, era y
es completamente distinta; no se trata, por consiguiente,
de una mera cue'stión terminológica o de nomen iuiris
del medio de impugnación empleado, como la que cono­
cimos en la STC 169/1992. La diferencia entre el recur-

. so intentado por la demandante, y el recurso que cabía
contra la Sentencia de instancia, era procesalmente sig­
nificativa, y dio lugar a la tramitación de un incidente que
demoró casi tres meses un trámite al que la Ley asigna
diez días, y que pone en cuestión la firmeza de una Sen­
tencia definitiva. El precepto que infringió la demandan­
te de amparo no solamente protege el interés de la cele­
ridad procesal. sino también, y fundamentalmente, los
intereses concretos de la parte favorecida por la Senten­
cia de instancia (SSTC 185/1987, fundamento jurídi­
co 2.°, 5, y 64/1992, fundamento jurídico 5.°), y muy
especialmente su derecho a que la resolución judicial
adquiera firmeza (SSTC 116/1986, fundamento jurídi­
co 3.°; 52/1990, fundamento jurídico 2.°, 7 y 3.°,4, y
115/1990, fundamento jurídico 2.° By 3.°).

Estas circunstaflcias explican que no resulte aplicable
la doctrina de la STC 78/1991, pues en ella se contem-:­
piaba el libre acceso a la Justicia y no, como en el presente
caso" el acceso a los recursos legalmente establecidos con­
tra una Sentencia que ya se ha pronunciado sobre el fondo
del proceso, ya sea en sentido favorable o adverso a las
pretensiones de la parte (STC ·11/1982, fundamento jurí-
dico 2.°).

En definitiva, la Sentencia que declaró inadmisible el
recurso de suplicación interpuesto por la actorano vulneró
el arto 24.1 C.E., ya que dicho fallo aplicó de manera no
arbitraria una causa de inadmisión prevista por la ley. Y cu­
ya consecuencia no fue, en último término, más que otor­
gar firmeza a la Sentencia dictada por el Juzgado que, al
resolver en el fondo el litigio promovido por la trabajadora
en defensa de sus derechos e intereses legítimos, ya había
satisfecho el núcleo de su derecho fundamental a una tute-
la judicial efectiva y sin indefensión. .
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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORiDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a veinte de julio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Fernando Ga'rcía-Mon y González-Regueral. Carlos de la
Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Rafael de Men­
dizábal Allende. Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubri­
cado.

Voto particular disidente que formula el Magistrado don
Carlos de la Vega Benayas. respecto de la Sentencia recaí­

da en el recurso de amparo núm. 2.877/90

1. He expresado como Ponente la opinión de la
mayoría. Explico ahora. como Magistrado. mi opinión disi­
dente.

2. Entiendo que nO debe darse a los términos amplí­
simos del arto 24 de la C.E. la significación o sentido de
proteger cualesqui,era pretensión de los recurrentes frente
a resoluciones que apliquen las normas legales sobre
recursos; es deCir. que el arto 24 no debe ser la panacea
para satisfacher la variadí$ima gama de situaqiones pro­
cesales que han de encontrar su curso y solución en la
vía jurisdiccional ordinaria. ,

Pero frente a esa tendencia restrictiva. que intenta dife­
renciar totalmente el acceso a la justicia del régimen de
recursos. creo que debe oponerse alguna consideración.
aparte de lasque después diré sobre el fondo. ami enten­
der. de peso. Pienso por lo pronto en la n~cesidad de evitar
-de hecho-- la única instancia. Si bien es razonable. que
en el ámbito del recurso de casación (u otros extraordi­
narios) deba exigirse el cumplimiento riguroso de sus vías
de acceso.en·tendiendo que esa exigencia pueda difícil­
mente encuadrarse en una violación constitucional vía de
amparo. no lo debe ser tanto en las instancias -primera
y segunda- en las que podría darse el supuesto de, impe­
dirse la segunda (y con ello la revisión) de exigirse con rigo­
rismo o formalismo el cumplimiento de los presupuestos
procesales y requisitos de forma. .

Ese peligro me mueve a sostener que en esos casos
debe mantenerse el criterio o doctrina de este Tribunal
Y.gue recojo segúid.a~enteen lo que constituye mi o~i-

en el proyecto de Sentenci~ que aporté para su delibe­
ración.

3. A tal efecto considero que tiene razón el Ministerio
Fiscal al aludir a la peculiaridad del presente supuesto Y.
por ello. a la procedencia de sentar ahora que la solución
que debió darse al asunto era la contraria de la que se
adoptó; es decir. la de facilitar el acceso al recurso. inter­
pretando los hechos pro actiofle y pro tutela judicial. Esta
solución. aparte de su armonía con la doctrina de este Tri­
bunal. es acorde también con la conducta procesal de la
parte. reflejo de una voluntad clara de recurrir incluso den­
tro -objetivamente- de los plazos legales previstos para
el recurso de suplicación. que era el procedente, aunque
anunciara casación.

Este Tribunal ha establecido que la tutela judicial. a la
que todas las personas tienen derecho. comprende tam-

bién las garantías del libre acceso a las instancias judiciales
(recursos) legalmente establecidas. sin que ello suponga.
por supuesto. que ese deber de tutela se incumpla por los
Jueces cuando. sin entrar en el fondo. se rechaza el recurso
por no haberse cumplido por la parte el requisito o requi­
sitos que la Ley procesal determine.

Ahora bien. eso no quiere decir que la tutela se satis­
faga con una mera exigencia del requisito. sin más. sino
que ha de dispensarse de modo atemperado a la finalidad
del presupuesto legal o del requisito previsto. ponderan­
do. en su caso. el defecto o vicio que se advierta o se
denuncie en relación con esos fines y con el sentido total
del proceso: resolución justa. adecuada. proporcionada
(homines ad hominen proportio) de los intereses de las
partes.

Por consiguiente. habrá que atemperar la respuesta
judicial a los efectos de la medida y en especial a,la con­
sideración de un posible cierre del proceso incompatible
con aquel libre acceso ala justicia. permitiendo. siempre
que sea posible. la subsanación del vicio advertido
(STC 49/1989) y la compatibilidad de la vía del recurso
con la efectividad del derecho fundamental en juego
(STC 62/1989). ya que los requisitos de forma no son
valores autónomos con, vida· propia. sino instrumentos
para conseguir una finalidad legítima (STC 36/1986). evi­
ta'ndo sanciones desproporCionadas (STC 134/1989).
En este sentido. pues. si aquella finalidad puede ser logra­
da sin detrimento o perjuicio de otros derechos o bienes
constitucionales dignos de tutela. debe procederse a la
subsanación del defecto. muy en ,especial si. como antes
se ha dicho. lo contrario llevara al cierre o 'negativa al
recurso.

Este es. en definitiva. el supuesto del presente recurso.
Por ninguna de las partes se niega. en efecto. que faltara
la voluntad de recurrir. ya que. en realidad. lo quese repro­
chó por la parte adversa en la instancia fue lade haberse'
planteado un recurso incorrecto. casación eh lug,ar de
suplicación. siendo el Tribunal Superior el que consideró
su formulación fuera de plazo. Cierto es que el Juez de
instancia advirtió a la parte del recurso correcto. suplica­
ción. Pero también lo es que el' letrado de la parte' dudó
de su cuantía (por la reforma en aquel entonces de la Ley
Procesal Laboral) y anunció casación. lo que luego.corrigió
ante la segunda advertencia del Juez en el Auto de 7 de
mayo de 1990. al decirse en él a la parte que el recurso
procedente era el de suplicación y que poc!ía interponerlo
en los diez días siguientes a la entrega de los autos. cosa
que. en efecto. hizo la parte allí y aquí recurren!e. Hubo.
pues. una subsanacióp judicial,. la del Juez de instancja;
que luego el Tribunal. Superior mantuvo. optando. como
bien dice el Fiscal. por la solución más literal y menos flexi­
ble que el caso permitía.

Esta solución. sin'embargo. no armoniza con .Ia doo:
trina antes expuesta. de consumo con las Circunstancias. . . , al

la reforma legislativa. el cumplimiento real de los plazos
(presCindiendo del nomen iuris). la misma subsanación
del Juez de instancia. son todos elementos que. conjuga­
dos con el rechazo del formalismo (SSTC 69/1984 Y
~O/1986) ha!) de conducir de modo natural a la acepta­
ción de la tesis actora y del Ministerio Fiscal y. con ello,
a la estimaCIón del recurso.' .

En mi opinión. pues. debió estimarse el mismo.

Publíquese este voto en el «Boletín Oficial del Estado)).

Dado en Madrid. a veinte de julio de mil novecientoS
noventa y tres.-earlos de la Vega Benayas."'-Firmado Y
rubricado.


